Carátula 
(Ingresa a Sala la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social. 


SEÑOR BERTON!.- Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión la rapidez con que nos ha recibido. Si bien la entrevista la 
solicitamos como Sindicato de Trabajadores del Banco de Previsión Social, como uno de los temas que queremos plantear tiene 
que ver con al Ley N* 17.550 que, como ustedes saben, debería beneficiar a los jubilados y pensionistas, para este tema hemos 
invitado a los compañeros de la Coordinadora de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas adherida al PIT-CNT. 


Seguramente sin saberlo, muchos de los señores Senadores, el 7 de agosto del año pasado me hicieron uno de los mejores 
regalos de cumpleaños; ese día festejé en las barras, y al salir de aquí, con las compañeras que habían traído una vela por mis 46 
años. 


Como es sabido, esa ley fue promulgada por el Poder Ejecutivo el 23 de agosto. Hoy se cumplen 220 días de dicha promulgación 
pero, en los hechos, no se aplica. Lo único que se mantiene, con algunas irregularidades que ahora vamos a tratar de explicar, es 
el pago en el local central, en el edificio sede, pero ninguna sucursal o agencia del interior o de Montevideo se ha abierto, cuando 
claramente la ley establecía la libertad de opción de los jubilados para cobrar en cualquier lugar del país. 


En el día de ayer tuvimos un encuentro casual con el Director Daniel Delgado Sicco, quien jugó un papel muy importante sobre 
todo en lo que tiene que ver con el problema del hall, cuando se quería desmantelar parte de él. Nos planteó que entiende que en 
este momento lo que hace falta es que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reglamente la ley - 
esto es lo que establece el artículo 2”- y, además, que se establezcan los recursos. Tenemos la impresión de que esta es la postura 
mayoritaria de los integrantes del Directorio. 


SEÑORA ARISMEND!I.- ¿A qué recursos se refiere? 


SEÑOR BERTON!.- A los recursos para poder poner en ejecución la ley, según la mayoría del Directorio. Nos consta que el 
representante de los jubilados y pensionistas, don Arturo Fernández, y el compañero Ariel Ferrari, delegado del PIT-CNT, han 
planteado que no es necesario esperar la reglamentación de la ley y que se puede comenzar a pagar sin necesidad de que haya 
una ley que establezca recursos. En realidad, el elemento recurso nunca estuvo en la discusión -los señores Senadores lo 
recordarán ya que participaron del debate- y quien comienza con esta teoría es el representante Gustavo Silveira. Allá por octubre 
o noviembre el Directorio fue invitado por la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Representantes y allí el mencionado 
señor Legislador comienza a plantear que la ley había nacido renga porque no estaban los recursos. A nuestro juicio, el Banco de 
Previsión Social puede y debe destinar de su presupuesto los recursos, o éstos deberían formar parte de la asistencia financiera 
que el Estado le da a aquella institución. 


De todas maneras, sabemos que se han hecho estimaciones de costo -que nos han sorprendido y lamentamos no poder traerlos, 
aunque nos comprometemos a hacerles llegar una carpeta-porque aquella Comisión que se había establecido, primero por treinta 
días y luego por noventa, ha elevado un informe donde se dice cuánto costaría poder empezar a pagar en cada una de las 
sucursales del interior y de Montevideo. Quiero señalar que la estimación de costo es extraña. Hablábamos con los compañeros 
acerca de que si nos pidieran que estimáramos el costo de un equipo de fútbol, tendríamos que calcular cuánto salen los zapatos, 
las medias, los suspensores, los shorts, las camisas y demás. Pero en estas estimaciones de costos hay una serie de ítems que no 
están estimados; sin embargo, al final, por ejemplo, se dice: "Belvedere: U$S 28.000; Sucursal Cerro: U$S 17.000". 


Con respecto al edificio sede -que está funcionando; entonces, no sabemos muy bien por qué se da esta cifra- se habla de más de 
U$S 100.000 para poder cumplir la ley, siendo éste el mismo lugar donde se está cumpliendo. Nos reservamos la opinión, porque 
no hemos podido analizar detenidamente esa estimación de costo, pero nos parece que se ha hecho a la ligera. 


Se han tomado una serie de medidas. Luego de haber estado el Directorio presente, tanto en la Cámara de Representantes como 
aquí, los recibos de Montevideo se pueden cobrar en el edificio central, que es lo que hasta ahora está habilitado. Más de 4.000 
jubilados y pensionistas han vuelto a cobrar en el edificio central. Hay allí un capítulo de deterioro de esos pagos, que después el 
compañero Martínez podrá explicar mejor, porque él trabaja en ese lugar, y seguramente el compañero Morales, como 
representante de los jubilados, planteará cuál es la situación. 


Por otro lado, tenemos una serie de inconsistencias. Recordábamos que el 7 de agosto se votó la ley en la Cámara de Senadores, 
y es cierto que era necesario esperar la promulgación. Pero había una clara voluntad mayoritaria del Parlamento, que nosotros 
siempre destacamos; no sólo importan los votos a favor que tuvo la ley, sino también los poquísimos votos en contra con que contó, 
ya que hubo abstenciones o retiros de Sala. Desde que la ley se votó, se vendieron dos cajas fuertes de Salto y dos cajas fuertes 
en Rivera, un día antes de la promulgación, y luego de promulgada el 23 de agosto, se vendieron una caja fuerte en Dolores, dos 
cajas fuertes en Fray Bentos, una caja fuerte en Salto, una caja fuerte en Durazno, una caja fuerte en Colonia y otra más en Salto 
el 27 de noviembre del año 2002. Queda claro que este tipo de decisiones va contra la ley, porque después, cuando se hagan las 
estimaciones de costo, van a decir que en estas localidades no hay cajas fuertes o no hay sistema de alarma, etcétera, etcétera. 


Lo que queremos plantear, más allá de la explicación que se dé en cuanto a lo que está pasando con el hall, es que nosotros 
juntamos firmas en 2000, básicamente de jubilados y pensionsitas; volvimos a juntar firmas en 2002, y como resultado de esto se 
generaron las condiciones para que el Parlamento votara la ley como la votó. Luego de votada la ley, tuvimos que juntar firmas 
nuevamente, y el 25 de marzo se han estado presentando más de 30.000 firmas de jubilados y pensionistas ante cada Gerente 
departamental, reclamando que se dé la opción que brinda la ley que ustedes votaron. 


Un secretario del interior me envió unas líneas por correo electrónico -ya que como vive en Tacuarembó le resultaba imposible 
concurrir hoy- donde expresa emotivamente las características del pago, y dice que en agosto de 2002 se aprobó la ley de la libre 
opción donde el Banco de Previsión Social tiene la misma posibilidad que todas las empresas privadas, pero no se cumplió, y otra 
vez tuvieron que salir a recoger firmas; y en dos o tres días del mes de octubre de 2002 se recogieron más de mil firmas; se refiere 
al caso concreto de Tacuarembó. Y señala que por agencias y sucursales se entregaron 1.500 firmas en San José, 1.200 en Salto, 
alrededor de 300 en Mercedes y más de 2.000 en Rivera. 


El sábado tendrá lugar una asamblea de delegados donde se realizará un conteo. De cualquier modo, estimamos en 30.000 las 
firmas presentadas sólo por los jubilados, que son quienes están legitimados para reclamar un derecho que les da la ley; es decir, 
esto no podemos hacerlo sólo los trabajadores del Banco de Previsión Social ni ningún otro empleado. 


Nos parece, sinceramente, que se trata de un tiempo demasiado largo y que no puede ser que a siete meses y ciento diez días de 
votada y promulgada la ley, sigamos todavía esperando para ver qué es lo que pasa. 


SEÑOR MORALES.- Ante todo, agradecemos a los compañeros de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social la 
deferencia de habernos invitado a esta reunión. Es verdad lo que decía el señor Bertoni en cuanto a que en este punto estamos 
estrechamente unidos los trabajadores y los beneficiarios del Banco de Previsión Social, o sea, en este caso, los jubilados y 
pensionistas. 


Por mi parte, sopesé muy bien la posibilidad de venir o no a esta Comisión porque, como dijo algún Legislador en forma risueña, 
somos ya figuritas repetidas, pues hace una semana solamente estuvimos aquí con ustedes; pero en realidad, tenemos nuevos 
elementos que no sólo abonan lo que ha señalado el compañero Bertoni, sino que también demuestran una actitud dilatoria por 
parte de la mayoría del Directorio del organismo. Personalmente, incluso no sé si no convendría que el Parlamento investigara para 
ver qué hay detrás de este desacato a la Ley N* 17.550, es decir, qué intereses están en juego, los que, para mí, no deben ser 
diáfanos ni claros, sino todo lo contrario. 


Es verdad lo que ha señalado el señor Bertoni en cuanto a que la citada ley, en su artículo 2%, señala que el Poder Ejecutivo 
reglamentará, pero también es cierto que la Constitución establece que una ley no puede dejar de aplicarse por el hecho de no 
tener reglamentación, porque podemos afirmar que detrás de la no reglamentación, en este caso, seguramente se esconde la 
voluntad de no acatar lo que figura en la ley. Reitero que no sabemos en base a qué intereses se actúa de esta manera. 


Por nuestra parte, vimos un trabajo de la Comisión que había sido designada por el Directorio del Banco de Previsión Social para 
constatar en qué condiciones estaban los lugares de pago, y no podíamos creer lo que allí se decía. Concretamente, se concluía 
que todas las sucursales de Montevideo y del resto del país no estaban habilitadas para pagar jubilaciones y pensiones; se 
señalaba que no lo estaban por falta de seguridad y de elementos materiales, como ser escritorios o mostradores; todo esto, para 
no pagar. Por nuestra parte, sabemos que eso es totalmente falso. 


A su vez, tal como señalaba el señor Bertoni, en los costos de operación se incluyeron también esas aberraciones que se hicieron 
cuando se vendieron elementos de seguridad como las cajas fuertes, con una clara intención de inflarlos después. Por ejemplo, en 
la sucursal Cerro, donde habíamos entregado al Gerente alrededor de 500 firmas recogidas en dos días, éste nos manifestó que si 
le daban la orden, al otro día estaba en condiciones de pagar jubilaciones y pensiones. O sea que la autoridad de esa dependencia 
del Banco de Previsión Social dijo que no había ningún problema para pagar. Entonces, en lo que refiere a la Comisión que ha 
trabajado en el tema, debemos decir que dudamos de que realmente conozcan la mencionada sucursal. Incluso, debemos decir 
que conocemos a varios de sus integrantes y sabemos que son connotados enemigos de la Ley N* 17.550, y que antes de que ella 
fuera votada, estaban diciéndole a la gente que venía a cobrar que no se sumara a esa locura, que era mejor cobrar afuera y que el 
Banco de Previsión Social iba a dejar de pagar pasividades en todas sus dependencias, incluso en la sede central. Esta es la 
misma gente que hizo el trabajo, y dice que en la sucursal Cerro se necesitan U$S 11.100 para poner en condiciones el local, aun 
cuando es uno de los que cuesta menos. 


Cabe agregar que no sabemos qué arreglos se quieren hacer en la sede central, porque en ella se dispone de veinte cajas 
habilitadas para pagar pasividades, como lo ha estado haciendo hasta ahora, con la agravante, eso sí, de que por lo menos en el 
último pago, se habilitaron sólo quince cajas de las veinte, haciendo que se formaran filas mucho más grandes que las de los 
meses anteriores. Esto, de alguna manera, se hace para que la gente se aburra, se canse, se vaya y pida pase para las empresas 
tercerizadas, en una actitud totalmente irregular e incluso, diríamos, ilegal. Los compañeros que llevan a cabo la tarea de pagar 
están, así como los mostradores y también las cajas habilitadas. Sin embargo, les restaron a los jubilados cinco cajas en este pago 
para abonarles sus jubilaciones. Decimos que eso constituye una actitud irregular e incluso cruel, porque hace que la gente mayor 
pase mucho más trabajo para cobrar y, en definitiva, piense que en su lugar natural de cobro, que es el Banco de Previsión Social, 
está mucho más incómoda que en los locales tercerizados. Esto no es así; pero así puede llegar a pensarlo la gente mayor en su 
momento. 


Se ha dicho que en la sede central se precisaban U$S 122.000 para estar en condiciones de pagar. Seguramente, esa debe haber 
sido la intención que se tuvo en primera instancia en el sentido de dejar solamente diez cajas y eliminar otras diez, con la intención 
también de que la gente se aburriera y se fuera. 


Por otro lado, lo que se ha dicho con relación al tema de la seguridad es totalmente falso y estamos en condiciones de demostrarlo. 
Aquí hay una burla a los jubilados y pensionistas y a los propios Legisladores, pues hay también un desacato a la ley. Se están 
riendo de todos nosotros, y en una maniobra dilatoria están esbozando estas falsedades, todo ello para no aplicar la Ley N* 17.550. 


Observen los señores Senadores que la Comisión dice que no es el Banco de Previsión Social el que fija las medidas de seguridad 
que tienen estos costos, sino que es el Banco de Seguros del Estado el que exige a aquella institución que las instrumente, pero 
como dije la semana pasada, en los últimos meses hubo varios asaltos a los locales tercerizados -a los de Abitab, por ejemplo- 
donde había jubilados y pensionistas cobrando. Incluso en uno de ellos se atacó con una granada en la mano, cuando el local 
estaba lleno de personas mayores cobrando. 


Pero lo que es mucho más grave es que nos hemos enterado de algo que vale la pena mencionar. Como se sabe, el Correo ha 
cerrado varias sucursales en aplicación de las medidas de cierre que se están utilizando en la Administración Pública. Allí se 


pagaban jubilaciones pero, reitero, muchas de las sucursales se han cerrado. A su vez, el Correo ha firmado un convenio con las 
farmacias y, concretamente, en Camino Ariel 4629, entre Ingeniero Rivas y 28 de Febrero, se encuentra la Farmacia Calveira, a la 
cual se le dieron 280 recibos de jubilados y pensionistas para cobrar. Estamos hablando de una farmacia, señores Senadores, que 
carece totalmente de seguridad. 


Esto demuestra que lo que se está diciendo con relación al tema de la falta de seguridad en las sucursales del Banco de Previsión 
Social en Montevideo y en el interior del país, es falso; es una mentira. A su vez, es dilatorio. 


Estas cosas no se pueden soportar. No sabemos qué pasa en este país, y tenemos todo el derecho a pensar que aquí hay 
intereses económicos y espurios, incluso coimas. En el mes de febrero se pagaron $ 7:000.000 sólo a Abitab por las comisiones 
que cobra por pagar jubilaciones. Esto, solamente para Abitab; pensemos que también las cobran los bancos y el resto de las 
empresas privadas. Entonces, ¿cuánto se está pagando por la tercerización de los cobros? Si fuera verdad que hace falta dinero 
para generar seguridad, con un mes sólo que no se pague a las empresas tercerizadas, ya se obtendría el dinero necesario. Por lo 
tanto, lo que se ha dicho es totalmente falso y ese dinero que se está tirando a la calle ahora podría utilizarse para mejorar 
pasividades, para dar aguinaldos y, en definitiva, para elevar las miserables jubilaciones que percibimos los jubilados y 
pensionistas. 


Entonces, con el mayor respeto, pero también con firmeza, preguntamos a los señores Legisladores si podemos seguir dispuestos 
a que la señora Myra Tebot y los Directores políticos del Banco de Previsión Social continúen burlándose de los jubilados, de los 
pensionistas, del Parlamento Nacional y de las leyes de nuestro país. 


Nosotros no aguantamos más y no estamos dispuestos a seguir esperando. Precisamente por esa razón vamos a iniciar una 
acción judicial y otras medidas de lucha. Aclaramos que no estamos amenazando, sino que nos movilizamos porque por suerte los 
viejos de este país no somos pasivos. Queremos decir que vamos a hacer lo necesario para que se respete la ley, y creemos que 
habiendo instituciones democráticas como el Parlamento nacional, el primer lugar al que debemos recurrir es precisamente aquí. 


Por eso, habiendo pasado una semana desde que estuvimos para aportar una serie de elementos, hoy nos encontramos 
nuevamente ante este Cuerpo para brindar otros que también son importantes. Pedimos a los señores Senadores que tengan en 
cuenta nuestro planteo. Sabemos que muchos de ustedes nos han acompañado con su voto, y que algunos que por razones de 
disciplina partidaria no lo hicieron, también están de acuerdo con nosotros en que tenemos derecho a elegir el lugar en el que 
cobrar nuestras pasividades. Concretamente, les pedimos que de una vez por todas cese esta burla, este atropello y este desacato 
a la ley que están cometiendo los Directores políticos del Banco de Previsión Social. A ellos es a quienes culpamos, porque la 
señora Myra Tebot es solamente una Gerente, aunque sabemos que es ella quien está detrás de todo esto; pero en definitiva, 
quienes tienen el poder en el Banco de Previsión Social son los Directores políticos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Luego de lo que ha dicho el señor Morales con respecto a las molestias que sufren los pasivos en el hall 
central, haciendo filas muy largas, queremos destacar que nosotros les ofrecíamos la comodidad de efectuar el pago en muy poco 
tiempo, lo cual provocaba gran entusiasmo entre ellos. En escasos minutos y con la comodidad de la gran amplitud del hall, en el 
que se ubicaban veinte cajas, sin duda se puede hablar de un servicio que no brinda nadie, porque en toda América Latina no 
existe un local con esas características. No obstante, esto se desvirtuó debido a los retiros incentivados que implementó el Banco 
de Previsión Social, ya que se desarmó la oficina de expedición de recibos, tomando a su cargo esta tarea -así como el control de 
los recibos y el pago- la Tesorería. Esto ocurrió porque los funcionarios superiores y los jerarcas de la División Finanzas 
manifestaron no disponer de recursos humanos para aportar al servicio. Quiere decir que aquel servicio que la Administración 
siempre calificó de esencial, como lo es el pago de pasividades -nosotros siempre respetamos este servicio y el propio sindicato 
compartía dicha calificación de esencialidad- actualmente no es considerado de esa forma, ya que se le niega a nuestro jerarca el 
número suficiente de funcionarios para realizar esa tarea, razón por la cual ahora sólo trabajamos con 15 cajas, en vez de 20. 


Parecería que el derrotero de los jerarcas del Banco de Previsión Social es el de obstaculizar la ley. En realidad, no entendemos 
cuál es la razón de esto, ya que se está desalentando a la gente y, en vez de reingresar más, piden el pase para otros lugares. No 
es posible que si nuestra intención primordial era la de brindar comodidad, ahora se la quitemos. 


Este mes los funcionarios hemos hecho lo imposible por cumplir con el servicio con sólo 15 cajas, y no hay que olvidar que además 
del pago de las pasividades, también entregamos el vale de $ 1.000, trámite que requiere dos controles y doble expedición de 
recibos. Reitero que esto lo hicimos con 15 cajas, pero con la tenacidad de todos los trabajadores, tanto jerarcas como funcionarios 
de base, aunque de igual modo observamos que se estaba molestando a la gente. Nosotros queremos revertir eso rápidamente, y 
nos preguntamos por qué la esencialidad que antes pregonaban el Directorio del Banco y las autoridades máximas, ahora se ha 
olvidado, pasando a ser la Cenicienta. 


Es cuanto quería puntualizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, me gustaría explicarles que algunos de los miembros de la Comisión -entre los que me 
incluyo- estamos muy apurados porque tenemos que atender otra Comisión en este momento. Como ustedes saben, conocemos 
bien el tema y, por lo tanto, no es necesario que abunden en su explicación, ya que inclusive esta Comisión ha dado su apoyo con 
respecto a este asunto. 


Para vuestra tranquilidad quiero informarles que ya habíamos citado al señor Ministro, así como al Directorio y a la Gerente General 
del Banco de Previsión Social para concurrir a este ámbito, entre otras cosas para hablar del tema. Dicha asistencia estaba prevista 
para el día de hoy, pero el señor Ministro explicó que no podía concurrir y la reunión quedó ahora acordada para la sesión de la 
semana próxima. Incluso antes de su amable visita, la Comisión ya había tomado conocimiento de las dificultades que se estaban 
viviendo y trata de buscar la forma de ayudar a la normalización de una situación que ha establecido la ley y cuyo no cumplimiento 
establece responsabilidades políticas. Esto es lo que tenemos que aclarar con el señor Ministro. Hay que tener en cuenta, además, 
que se trata de un nuevo Ministro y su presencia dará lugar a un análisis en profundidad del tema. 


SEÑOR BERTONI.- Como dije anteriormente, deseábamos considerar otros temas, pero sobre este en particular quiero aclarar 
que, obviamente, en la Coordinadora de la ATSS hay organizaciones distintas y podemos tener algún matiz en cuanto a la 
apreciación política de la situación. En lo personal, estoy convencido de que esto de la farmacia no lo sabe ningún Director. En el 


día de ayer conversé con dos de los Directores, el social, señor Ariel Ferrari y con el señor Delgado Sicco, y no estaban enterados 
de este asunto. Quiere decir que hay cosas que están sucediendo fuera del Directorio. En el mismo sentido, no sé si lo relacionado 
con el tema de las cajas fuertes vendidas llegó a conocimiento del Directorio, pero probablemente todo esto se esté realizando por 
fuera. De todas maneras, con esto no quiero quitar la responsabilidad política que el Directorio tiene. 


Pasando a los otros temas por los que habíamos solicitado ser recibidos, quiero decir que uno de ellos es muy sencillo pero hace 
un año que estamos tratando de solucionarlo. Como ustedes saben, el Sanatorio Canzani está en la órbita del Banco de Previsión 
Social; todos los funcionarios que no pertenecemos a dicho hospital no trabajamos en Semana de Turismo ni en los feriados 
laborables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas pero, como dije anteriormente, debo concurrir a otra Comisión. Por lo tanto, propongo que 
la señora Senadora Arismendi ocupe la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Arismendi) 


SEÑOR BERTON!.- Los funcionarios administrativos del Banco de Previsión Social, como la mayoría de los funcionarios públicos, 
no trabajamos durante esos feriados e igualmente cobramos nuestro salario. Obviamente, el Sanatorio Canzani no se puede cerrar 
y debe seguir trabajando. Hasta marzo de 2002 se pagaba con dinero el tiempo trabajado, pero desde esa fecha se dejó de hacer. 
Fue entonces cuando la ATSS promovió un recurso por la vía jerárquica, el cual fue negado fictamente y sin resolución. 
Posteriormente, producto de nuestra comparecencia ante el Parlamento, la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes citó al Directorio, que se presentó el día 25 de noviembre de 2002. En esa ocasión se habló de muchos temas, 
pero sobre el que nos ocupa, el Presidente Gasparri dice: "Se nos pregunta si los funcionarios del Sanatorio Canzani tienen días 
libres y si se les compensa de alguna manera los días no laborables. La doctora Tebot" -esto puede ser un error de la versión 
taquigráfica- "me informa que se le pagan los días no laborables y se les compensan los laborables." 


A nivel sindical hemos resuelto, junto con la Administración, que los cinco feriados no laborables sí se paguen, pero el resto de los 
días -de lunes a jueves de Semana de Turismo y los demás feriados- se deben trabajar pero no se pagan ni se compensan. Con 
esto se generan dos situaciones de derecho dentro del propio Banco de Previsión Social. 


El tema fue tratado antes de Carnaval en una reunión de Directorio en la que el señor Ferrari planteó que oportunamente se había 
acordado que se iban a compensar; la Gerente General dijo que lo coordinarían con la Gerencia de Administración, y el propio 
señor Gasparri manifestó que sería conveniente verlo cuanto antes, ya que estaba próximo el feriado de Carnaval y era probable 
que se deseara utilizarlo. Obviamente se estaba refiriendo a lo mismo que nosotros, es decir, a utilizar aquellos días para tomarlos 
en ese feriado. Sin embargo hasta el día de hoy todavía no se ha tomado resolución al respecto. 


La Gerencia de Recursos Humanos, en base a un informe jurídico que no hemos podido ver, determina que aquellos días no son 
pagos ni compensables. Por otra parte, tenemos un informe del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a raíz de una consulta 
que formulamos, donde claramente se establece que la ley prevé expresamente la compensación de trabajo efectuado los días 
lunes a jueves de la Semana de Turismo, por un día y medio más, incorporado a la licencia anual. 


Este tema lo volvimos a plantear por enésima vez la semana pasada y lo hablamos con varios Directores; de acuerdo con lo que 
nos transmitió el director Ariel Ferrari, el tema va a ser tratado el próximo jueves y, presumiblemente, se aprobaría. Si así no fuera, 
estaríamos llegando a la Semana de Turismo de 2003 sin haber resuelto el problema de Semana de Turismo de 2002, más los dos 
carnavales, más los otros días feriados que no están incluidos entre los cinco no laborables. 


El otro tema que queremos plantear también tiene que ver con el área de la salud y con los mal llamados suplentes, que son 
médicos, psicólogos, auxiliares de enfermería, etcétera, que en verdad no suplen a nadie -por eso la expresión "mal llamados 
suplentes"-; muchos son titulares desde hace más de 10 años, pero no tienen derecho a licencias por maternidad ni por 
enfermedad, y no cobran si faltan por esos motivos. 


A raíz de un interregno en el que quien habla no actuó en el Consejo Directivo, comprobamos que se había dado un acuerdo entre 
la ATSS y el anterior Directorio, en julio de 2000, por el cual se había aprobado incluir en el Presupuesto un artículo que 
regularizaba a los funcionarios, pasándolos a contrato de función pública. En el año 2000, a raíz del cese de los pagos en el 
interior, la ATSS y la Comisión de la época juntaron firmas, promoviendo el enfrentamiento; como consecuencia de ello, el 
Directorio, por mayoría, se enojó y sacó este artículo del Presupuesto de 2000. Luego surgieron las resoluciones Nos. 464/96, 
115/97, 416/97, 4326/97, por las cuales sí se han regularizado a algunos compañeros, contratándolos como funcionarios públicos. 
En la actualidad, estamos hablando nuevamente con los Directores para tratar de resolver esto. 


Cuando discutimos a nivel bipartito por el convenio colectivo, la Gerente General nos manifestó que no tenía más margen legal 
para hacerlo, pero en base a lo que conocemos -obviamente, los señores Senadores saben más de esto- pensamos que la 
excepción del ingreso de funcionarios públicos expresamente exceptúa al sector de la salud. 


Quiero plantear un caso particular de una compañera, mal llamada suplente, que está embarazada y en este momento no tiene 
derecho a licencia por maternidad y no sabemos qué va a pasar con ella. 


Seguramente todos los señores Senadores han recibido un "e-mail" con un documento elaborado sobre el tema AFAP. Si bien no 
vamos a entrar al fondo de la cuestión, hemos estudiado algunos elementos que tienen que ver con República AFAP y en algún 
momento la analizaremos. Por ejemplo, el Presidente de dicha institución gana cinco veces más que los Directores del Banco de 
Previsión Social, que los Senadores, que los Diputados y que los ministros, porque percibe un promedio de $ 150.000 por mes, ya 
que cobra alrededor de $ 125.000 todos los meses y en junio y en diciembre percibe un aguinaldo extra, más alguna productividad, 
alcanzando alrededor de $ 280.000. Desde el 11 de junio de 1998 hasta el 16 de febrero de 1999, trabajando en República AFAP, 
cobró lo que nosotros llamamos seguro de paro de privilegio -el subsidio que tienen los cargos políticos de particular confianza- por 
una suma de U$S 26.000 por haber sido Presidente del Banco de Previsión Social. Es cierto que eso es legal, pero no sabemos 
cuán moral es. 


También nos encontramos con que los otros dos integrantes del Directorio, entre los que se encuentra la economista María Dolores 
Benavente -muy bella y también muy neoliberal, de las que sostiene que este país se arregla si se echan varios miles de 
funcionarios públicos- y el Director Felipe Gado, tienen sueldos promedio de $ 120.000. Nos parece que esto es una barbaridad y 
que de alguna manera debería resolverse. Lo hemos hablado con algunos Directores del Banco de Previsión Social, porque 
República AFAP tiene al BPS como uno de sus accionistas y nos parece, reitero, que este tema debería resolverse, sobre todo 
cuando las dos personas que nombré en primer término, tanto el contador Berchesi como la economista Benavente, son los típicos 
tecnócratas que desde hace años están haciendo campaña en contra de los políticos y del sistema político, manifestando que son 
técnicos lo que se necesita para que el país salga adelante. 


No entendemos cómo un Presidente de República AFAP, que no deja de ser una empresita, por más dinero que maneje, gana cinco 
veces más que cualquiera de los Directores del Banco de Previsión Social, que es el principal órgano gestor de la Seguridad Social 
del Uruguay, y cinco veces más que los Legisladores y los ministros, a pesar de que los Legisladores tienen votos y los ministros 
cuentan con respaldo político. Cabe agregar que también ganan mil veces más que los jubilados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal como expresaba el señor Presidente de la Comisión, Senador Garat, ya hemos estudiado estos 
temas, aunque algunos de los que nos han expuesto en el día de hoy son novedosos. Seguramente, el jueves recibiremos la visita 
del señor Ministro -creo que eso está firme; por lo menos así nos lo ha dicho- junto con el Directorio del Banco de Previsión Social. 
Expresamente le señalamos que viniera acompañado por todas las jerarquías que de alguna manera colaboran marcando el rumbo 
del organismo, por lo que pensamos que vamos a tener un panel importante al cual podremos preguntar muchas cosas. 


SEÑOR BERTON!.- ¿A qué hora será la reunión? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Será a la misma hora en que concurrieron ustedes. La reunión podría haber sido hoy, pero tal como 
señaló el señor Presidente, se solicitó que fuera el próximo jueves, lo que naturalmente nosotros aceptamos. 


Serán comunicados de los avances sobre el tema, y tendremos la versión taquigráfica, que podremos difundir. 


Les agradecemos la información que nos han brindado y estamos a las órdenes para recibir cualquier otra documentación que nos 
quieran proporcionar. 


SEÑOR BERTONI.- Les agradecemos el habernos recibido y nos atrevemos a sugerir que si a esa fecha no están resueltos los dos 
temas vinculados al área de la salud a los que me referí, se nos permita ayudar de alguna manera. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social) 
SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


